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1. Introducción

El término ‘buen gobierno’ debe entenderse en dos sentidos: por 
una parte, un buen gobierno implica obediencia a las leyes estable-
cidas y, por otra parte, implica que las leyes establecidas que los 
ciudadanos observan sean excelentes 1; desde allí intenta partir esta 
reflexión.

En el análisis de las garantías del procedimiento sancionador, 
la condición del plazo razonable ha escalado posiciones y ocupa un 
lugar preponderante a la hora de fiscalizar la legitimidad de este 
procedimiento.

Desde hace varios años, la jurisprudencia internacional desca-
lifica aquellas conductas estatales que por su irrazonable retraso 
perjudican el avance de causas judiciales o de trámites administra-
tivos; donde la nulidad de los procedimientos no solamente deviene 
por las históricas ilegitimidades, sino que también acontecen cuan-
do las decisiones demoran y con ello, se infringe el debido proceso. 

Así, esta breve reflexión se basa en tres ejes centrales: por un 
lado, ahondar sobre este recorrido jurisprudencial, a los fines de de-
limitar el avance que en este campo hemos logrado conseguir; por 
el otro, identificar los plazos regulatorios en este tipo de procedi-
mientos y efectuar una comparación con la regulación del procedi-
miento sancionador en otras jurisdicciones; y por último, luego de 
ese estudio, plantear -o cuanto menos, esbozar- algunas ideas para 

 1 Aristóteles, Política, Libro IV.
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reflexionar hacia un concepto de mayor celeridad, y diligencia de 
las actuaciones, para acercarnos a la efectiva prestación del buen 
gobierno, de la concreción real del servicio público. 

2. Derecho Administrativo sancionador y garantías del 
procedimiento

Para comenzar y a efectos orientadores, partimos de la idea de 
que en el principio de todo Derecho Público están una potestad y 
un ordenamiento. Y justamente porque existen una potestad admi-
nistrativa sancionadora y un ordenamiento jurídico administrativo 
sancionador es por lo que puede hablarse de un Derecho Adminis-
trativo sancionador 2. Desde aquí se podría comenzar, sobre la idea 
de que a través de él se crean, con base en los principios constitucio-
nales, sus propias técnicas y reemplazar así los instrumentos pres-
tados por el Derecho Penal y Procesal Penal porque, aun cuando se 
inician desde lugares comunes, el desarrollo de este Derecho sancio-
nador debe ser matizado con pautas y reglas propias y específicas 
del Derecho Administrativo 3.

Así la configuración de la Administración como un poder jurí-
dico postula esta potestad sancionadora; cuyo fundamento resulta 
paralelo al que justifica la ejecutividad y ejecutoriedad de los actos 
administrativos: ni la Administración tiene que recurrir a los tribu-
nales civiles ordinarios, ni tampoco a los tribunales de la jurisdic-
ción penal 4.

Desde este bosquejo y tras indagar sobre el concepto mismo de 
la potestad sancionadora -caracterizándola como garantía para la 
observancia de las normas que se sitúa junto al Derecho Penal en el 
ius puniendi del Estado-, se desarrollaron los principios constitucio-
nales y legales sobre los que se articulan -principio de legalidad, ti-
picidad, prescripción, y principio de culpabilidad, proporcionalidad 

 2 nieto, Alejandro, Derecho Administrativo Sancionador, 4ª edición, 
Tecnos, p. 85.

 3 bAlbín, Carlos F., Manual de Derecho Administrativo, 3a edición, La 
Ley, p. 383.

 4 gArrido FAllA, Fernando, Los medios de la policía y la Teoría de las 
Sanciones Administrativas, RAP 1959 N° 28, p. 37.
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y de non bis in ídem-, y se sistematizó su régimen jurídico así como 
la configuración de las infracciones y las sanciones 5.

En este entendimiento el Derecho Administrativo sancionador 
es en primer término, Derecho Administrativo, sobre el que lo de 
“sancionador” impone una mera modalización adicional o adjetiva. 
El plus que aquí se añade significa que este Derecho está invadido, 
coloreado por el Derecho Penal sin dejar de ser Administrativo 6.

Y aquí entra el conflicto en la cuestión de este ius puniendi del 
Estado, como versa el encuentro entre el Derecho Administrativo y 
el Derecho Penal, de qué manera se traduce y cómo se resguardan 
las garantías que configuran la legalidad del procedimiento sancio-
nador.

Así, clarificado lo anterior y establecidas las bases sobre las cua-
les debe erigirse el Derecho Administrativo sancionador, existen 
determinados parámetros sobre los cuales deben ejecutarse estas 
potestades del Estado en resguardo de las garantías de protección y 
que hacen a la legalidad y sustento de la decisión final en un proce-
dimiento sancionador. 

Desde esta perspectiva, especialistas en la temática se han pro-
nunciado con relación a las garantías que deben prevalecer en toda 
tramitación administrativa para que el resultado de esa investiga-
ción -con su consecuente sanción o no del sujeto afectado al procedi-
miento- resguarden las condiciones que hacen al debido proceso; y a 
estimables trabajos de análisis -en honor a la brevedad- me remito 7.

Ahora bien, dentro de ellas se encuentra la referente al debido 
proceso legal, garantía sobre la que aquí vamos a detenernos a re-
flexionar y analizar su impacto en lo que atañe al Derecho Adminis-

 5 vidA FernAndez, José, “Las sanciones administrativas (i): concepto 
y elementos”, Universidad Carlos III de Madrid, publicado en http://ocw.uc3m.
es/derecho-administrativo/instituciones-basicas-derecho-administrativo/leccio-
nes-1/Leccion12.pdf (18/11 últ. rev.), p. 1. 

 6 nieto, Alejandro, Derecho Administrativo sancionador…, cit. p. 177.

 7 nieto, Alejandro, Derecho Administrativo Sancionador…, cit.; bAl-
bín, Carlos F., Tratado de Derecho Administrativo, t. II, Capítulo XI, apartado 
X.6, La Ley; gArCíA de enterríA, Eduardo-Fernández, Ramón T., Curso de De-
recho Administrativo, t. II, capítulo XVIII, Thomson Civitas-La Ley; gArrido 
FAllA, Fernando, “Los medios de la policía y la Teoría de las sanciones admi-
nistrativas”, publicado en RAP 1959 N° 28, p. 37, entre muchos otros.



Ciudad180

trativo sancionador. Entonces, ¿de qué hablamos cuando hablamos 
del debido proceso?

El artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos determina cuáles son aquellas garantías judiciales que 
deben respetarse por parte de los Estados partes; entre ellas se 
enuncian, a- el derecho a ser oído, con las debidas garantías y den-
tro de un plazo razonable, por un juez o un tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, 
en la sustanciación de cualquier denuncia penal formulada contra 
ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de or-
den civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter; b- todo incul-
pado tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se 
establezca su culpabilidad; c- la confesión del inculpado sólo será 
válida si es hecha sin ninguna coacción de ninguna naturaleza; d- 
el inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser some-
tido a un nuevo juicio por los mismos hechos; y, e- el proceso penal 
debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los 
intereses de la justicia. 

En el mismo sentido el artículo 18 de nuestra Constitución Na-
cional contiene una serie de garantías procesales e impone límites 
precisos a la actividad represiva del Estado y a los instrumentos 
para hacerla efectiva 8. Así, esta norma exige la observancia de las 
formas sustanciales del juicio relativas a la acusación, defensa, 
prueba y sentencia dictada por los jueces naturales (Fallos, 125:10; 
127:36; 189:34; 308:1557, entre muchos otros), y dotó así de con-
tenido constitucional al principio de bilateralidad sobre cuya base, 
en consecuencia, el legislador está sujeto a reglamentar el proceso 
criminal (doctrina de Fallos, 234:270) 9. 

De manera que el concepto del debido proceso legal se puede sin-
tetizar, definiéndolo como aquella garantía que asegura el ejercicio 
del derecho de defensa en un proceso que debe culminar en una 
decisión fundada, justa y razonable 10.

 8 gelli, María A., Constitución de la Nación Argentina. Comentada y 
concordada, La Ley, t. I, p. 276.

 9 Fallos, 321:2021. 

 10 theA, Federico, “Las garantías del debido proceso en la toma de 
decisiones públicas”, La Ley, Sup. Adm. 2009 (junio), 11. 
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Clarificada entonces la finalidad del debido proceso y sus impli-
cancias generales, corresponde adentrarse en la aplicación de estas 
garantías al procedimiento administrativo. 

En primer término, cabe advertir que a esta altura del desarrollo 
de la teoría de los derechos fundamentales, de las garantías en as-
censo desde los Derechos Humanos, no se encuentra en discusión, la 
aplicación de las garantías judiciales previstas en el ordenamiento 
normativo a los procedimientos administrativos.

Jurisprudencia de los Tribunales Internacionales así lo ha re-
suelto, nuestro máximo Tribunal también ha apoyado y predicado 
la misma tesitura y desde el Derecho Administrativo, hace largos 
años que se plantea la aplicación de las garantías judiciales al pro-
cedimiento sancionador 11.

Así en el caso “Baena Ricardo” la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos expresamente sostiene que la aplicación de las ga-
rantías establecidas en el art. 8 de la Convención Americana, no se 
limitan a los recursos judiciales, sino al conjunto de requisitos que 
deben observarse en las instancias procesales; “…es decir, cualquier 
actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, 
sea administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el 
debido proceso legal…”. Y desde esta premisa el Tribunal clarifi-
ca que la actuación de la Administración debe estar regulada y no 
puede invocar el orden público para reducir discrecionalmente las 
garantías de los administrados 12.

Se establecen así estas garantías como derecho humano que con-
cluyen en la toma de una decisión justa y obliga al Estado a dar 
cumplimiento con este debido proceso, desde cualquier órbita de su 
jurisdicción. 

Desde esta premisa la Corte IDH se pronunció en diversos pre-
cedentes por la aplicación de las garantías judiciales a los procedi-
mientos administrativos, así en la causa “Ivcher Bronstein” 13, en 
la cual se discutía la conducta del Estado peruano en privarle el 
título de nacionalidad al Sr. Bronstein y coartar de esa manera su 

 11 bAlbín, Carlos F., Tratado de Derecho Administrativo…, cit., t. II, 
ps. 455/461.

 12 CIDH, 2/2/2001, “Baena Ricardo y otros vs. Panamá”.

 13 CIDH, 6/2/2001, “Ivcher Bronstein vs. Perú”.
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libertad de expresión, el Tribunal manifestó -en lo que aquí intere-
sa- que tanto los órganos jurisdiccionales como los de otro carácter 
que ejerzan funciones de naturaleza jurisdiccional, tienen el deber 
de adoptar medidas de acuerdo a las garantías del debido proceso 
del art. 8 de la Convención Americana. 

Criterio que también sostuvo en los precedentes “Comunidad In-
dígena Yakye Axa” 14, y “Comunidad Indígena Sawhoyamaxa” 15 en 
los que se analizaba la conducta de la República del Paraguay con 
referencia a los reclamos de los derechos de las comunidades indíge-
nas y su petición de reivindicación territorial. 

En ambos casos, la Corte IDH destacó en sus precedentes la apli-
cación de las garantías judiciales a los casos de procedimiento ad-
ministrativo.

Posteriormente, dicta sentencia en el caso “Claude Reyes” 16, en el 
cual expresamente señala que la protección del artículo 8.1 de la Con-
vención Americana de Derechos Humanos no se aplica solamente en 
tribunales judiciales. “Sino que deben ser observadas en los distintos 
procedimientos en que los órganos estatales adoptan decisiones sobre 
la determinación de los derechos de las personas, ya que el Estado 
también otorga a autoridades administrativas, colegiadas o uniper-
sonales, la función de adoptar decisiones que determinan derechos”. 

Clarificado queda entonces la aplicación de las garantías a la es-
fera del Derecho Administrativo, criterio, que como he adelantado, 
también fue sostenido por nuestro más Alto Tribunal, al expresar 
que ha hecho extensiva esta doctrina, al señalar que las garantías 
constitucionales del debido proceso y de la defensa en juicio son de 
inexcusable observancia en todo tipo de actuaciones disciplinarias, 
para lo cual resulta indispensable que la persona en cuestión haya 
sido notificada de la existencia del procedimiento que se le sigue o 
ha seguido, y que además se le dé la oportunidad de ser oída y de 
probar de algún modo los hechos que creyere conducentes a su des-
cargo (Fallos, 308:191 y 316:2043) 17.

 14 CIDH, 17/6/2005, “Comunidad Indígena Yackye Axa vs. Paraguay”.

 15 CIDH, 29/3/2006, “Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Para-
guay”.

 16 CIDH, 19/9/2006, “Claude Reyes vs. Chile”.

 17 Fallos, 324:3593, entre muchos otros.
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Ahora bien, de estos principios que deben ser aplicados en la es-
fera administrativa algunos surgen directamente del texto constitu-
cional, y otros no, pues los principios de legalidad, tipicidad, igual-
dad, razonabilidad y proporcionalidad nacen directamente del texto 
constitucional, y otros son propios del Derecho Penal, tales como los 
principios de irretroactividad, culpabilidad y non bis in idem 18.

Dentro de ellos, en lo que atañe a las garantías procesales para 
llevar adelante el ejercicio de este poder del Estado, como lo es el 
Derecho Administrativo sancionador, se encuentra el cumplimiento 
del plazo razonable; y como tal, debe aplicarse, complementarse, y 
entenderse en el trámite del procedimiento sancionador. 

De lo que deviene entonces el interrogante: ¿qué implica el plazo 
razonable?

3. Noción del plazo razonable. Evolución jurisprudencial 

La razonabilidad como concepto autónomo puede ser definida 
desde diversos aspectos; la palabra razón proviene del latín ratio, 
rationis, de reor, reris (creer o pensar) y el sufijo able, que implica 
posibilidad; de lo que entonces surge que lo razonable es algo que 
pueda tener razón. Por su parte, la Real Academia Española lo de-
fine como aquello que resulte adecuado, proporcional, conforme a la 
razón 19. Por esta parte y para trasladarlo a nuestro campo de estu-
dio, podemos definir el concepto desde la resolución del emblemático 
caso del Tribunal Europeo de Derechos Humanos “Zimmerman y 
Steiner” 20.

Sucintamente los hechos del caso: el Sr. Zimmermann en el año 
1974 reclamó al gobierno suizo la reparación pecuniaria por los per-
juicios ocasionados a su vivienda por el ruido y la contaminación 
generados por el tráfico del aeropuerto que quedaba cercano a su ho-
gar. En este litigio, en virtud de que la Administración no estaba de 
acuerdo con el monto requerido, los accionantes iniciaron un proce-
dimiento de estimación sobre la base de la ley suiza de expropiación. 

 18 bAlbín, Carlos F., Tratado de Derecho Administrativo…, cit., p. 385.

 19 Diccionario de la Real Academia Española en http://dle.rae.
es/?id=VFcTQdk -ult. rev. 18/11-). 

 20 TEDH, 13/7/1983, “Zimmerman y Steiner c/Gobierno Suizo”.
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El organismo encargado de responder a su petición, desestimó el 
reclamo y notificó la decisión a los actores en el año 1977. Iniciadas 
las actuaciones legales correspondientes por parte de los vencidos, 
en el año 1980 la Sala I del Tribunal Federal desestimó nuevamente 
su reclamo. 

Frente a esto, los actores recurren a la Comisión Europea de De-
rechos Humanos sobre la idea de violación del art. 25 de la Con-
vención Europea que establecía la posibilidad del recurso individual 
interpuesto ante ese órgano. Tribunal que finalmente hace lugar a 
su petición.

Para resolver de esa manera -en lo que aquí interesa- respecto 
del plazo razonable establecido en el artículo 6.1. de la Convención, 
el Tribunal identifica determinados criterios para resolver y anali-
zar la cuestión, tales como: a- la complejidad del asunto, que en el 
caso de autos entendió que no era excesiva; b- el comportamiento 
de los demandantes, que en el precedente en estudio la demora no 
les era atribuible a ellos; y, c- el comportamiento de las autoridades 
suizas, y aquí es donde el Tribunal fija su atención en virtud de que 
la demora la considera atribuible al obrar del Tribunal a cargo del 
reclamo de los actores. 

Por tales consideraciones, la Justicia de Estrasburgo considera 
que se han excedido los límites de la razonabilidad consagrada como 
principio del derecho a la jurisdicción enunciado en el art. 6, 1°. Y, 
en consecuencia condenó al Estado demandado a reembolsar a los 
demandantes la cantidad de dos mil cuatrocientos sesenta (2.460) 
francos por los gastos y costas procesales en los procedimientos se-
guidos tanto en Suiza como en Estrasburgo 21.

De aquí entonces, deviene la premisa que -tal como he descrip-
to en otra oportunidad 22-, la interpretación del plazo razonable no 
puede circunscribirse en un plazo unívoco, y debe entenderse desde 
las circunstancias de cada caso en particular, siempre bajo los pará-

 21 MArín CAstán, Maria Luisa, “La polémica cuestión de la determina-
ción del ‘Plazo Razonable’ en la Administración de la Justicia (comentario a la 
Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos del 13 de julio de 1983)” 
en Revista Española de Derecho Constitucional, Año 4. Núm. 10, enero-abril 
1984.

 22 rAMos, Gala, “El verdadero fin de una utopía” publicado en Revista 
Reda, Abeledo-Perrot, Nº 82, ps. 1051/1057.
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metros que han sido establecidos por los Tribunales Internacionales 
y receptados por nuestro Tribunal cimero 23.

Así, la razonabilidad debe actuar como límite a las demoras inde-
bidas en el trámite de los sumarios administrativos; pauta ordena-
toria que importa respetar la sustancia o esencia de los derechos. En 
efecto, el procedimiento administrativo sancionador debe cumplir 
con razonables pautas temporales de acuerdo a las circunstancias 
particulares de cada caso. Ello, en virtud, por un lado, de la manda 
constitucional que impone que los derechos y garantías no pueden 
ser cercenados, y por el otro, en atención a que el procedimiento 
administrativo es también una garantía jurídica de los particulares 
frente al Estado, máxime cuando el trámite seguido tiene por finali-
dad imponer una sanción administrativa 24.

Clarificada su noción, avancemos con la jurisprudencia al respec-
to; en este entendimiento, para circunscribir la doctrina de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación en este aspecto, podemos enun-
ciar aquí algunos de los precedentes más destacados. 

Así, podemos citar lo resuelto en el caso “Mattei” 25, en el que el 
Tribunal expresó que tanto el principio de progresividad como el 
de preclusión reconocían su fundamento en motivos de seguridad 
jurídica y en la necesidad de lograr una Administración de Justicia 
rápida dentro de lo razonable 26. Luego, se puede traer al análisis 
lo expuesto en el caso “Mozatti” 27, en el cual, en un litigio donde el 
proceso duró muchos años, el Tribunal expresamente sostuvo “en 
el caso en que las personas sometidas a este proceso…(…)…vieron 
indiscutiblemente restringida su libertad…(…)…durante un térmi-
no de prolongación insólita y desmesurada”. Consideró desde esta 
perspectiva, que de esa manera se hace padecer física y moralmente 
al individuo, no porque haya delinquido, sino para saber si ha de-
linquido o no, lo cual es contrario al principio que el Tribunal había 

 23 Tribunal de Estrasburgo, 28/7/1978, “König”. 

 24 C. Cont. Adm. y Trib. Ciudad Bs. As., sala 1ª, 1/9/2006, “Berdier 
Tristán Marcelo c/GCBA”.

 25 Fallos, 272:188.

 26 rAMos, “El verdadero fin de una utopía…”, cit. 

 27 Fallos, 300:1102.
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establecido en el caso “Mattei”, en el que había enunciado que la 
garantía constitucional de defensa en juicio “incluye el derecho a 
todo imputado a obtener un pronunciamiento que…ponga término 
del modo más breve la situación de incertidumbre que comporta el 
enjuiciamiento penal”. Y, desde este lugar consideró que el trans-
curso del tiempo había implicado una vulneración manifiesta, si-
multánea y grave a un principio constitucional y a la conciencia de 
la comunidad.

Luego, podemos traer al análisis el precedente “Arisnabarreta” 28 
donde el Tribunal cimero manifestó que el sumario que se había 
instruido respecto del actor, se había extendido en violación de las 
disposiciones vigentes, y en consecuencia señaló que hubo un perío-
do de ocho (8) meses en el cual existió una actuación irrazonable del 
organismo judicial, equiparable a la denegación de justicia. Consi-
deró desde esta perspectiva, que existió una prestación deficiente 
del sentido de justicia al haberse prolongado una medida restrictiva 
de derechos por más de ocho (8) meses. 

Así las cosas, y atravesando el caso “Poggio”29, en el que la CSJN 
analiza el desempeño del Poder Judicial en una causa penal cuyo 
proceso duró más de veinte (20) años, confirma lo dispuesto por la 
Sala IV de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Adminis-
trativo Federal -que había dispuesto una indemnización a favor del 
particular como consecuencia del obrar del Estado- y afirma que va 
a existir un obrar antijurídico que comprometa la responsabilidad 
del Estado cuando se verifique que el plazo empleado por el órgano 
judicial para poner un final al pleito resulte excesivo o irrazonable. 

Llegamos así a “Losicer” 30, destacado precedente en el cual se 
analizan las sanciones impuestas por el Banco Central de la Re-
pública Argentina (BCRA) a los directores de una empresa finan-
ciera por incumplimientos a lo dispuesto en la Ley de Entidades 
Financieras. Allí la CSJN hace propio los argumentos del Tribunal 

 28 Fallos, 332:2159.

 29 CSJN “Poggio Oscar Roberto c/EN-M° de Justicia y Derechos Hu-
manos s/daños y perjuicios”, sentencia del 8/11/2011.

 30 Fallos, 335:1126. Ver en este sentido también, gArCíA rossi, Mag-
dalena, en “La prescripción vis a vis el ‘plazo razonable’ en el Derecho Adminis-
trativo sancionador. Notas sobre la doctrina de la especial sujeción”, publicado 
en SAIJ, 22/7/2013.
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Europeo de Derechos Humanos y de la Corte IDH, al señalar expre-
samente que las garantías judiciales previstas por las disposiciones 
internacionales deben ser respetadas por todo órgano o autoridad 
pública al que le hubieran sido asignadas funciones materialmente 
jurisdiccionales. 

En el mismo sentido, y de conformidad con lo sostenido por la 
Corte IDH en el caso “Baena” 31, el Tribunal advierte que es un de-
recho humano el obtener todas las garantías que permitan alcanzar 
soluciones justas, no estando la Administración excluida de cumplir 
con ese deber. 

Luego y en lo atinente a la razonabilidad de los plazos, seña-
la que resultan aplicables las pautas establecidas por los Tribuna-
les Internacionales, referentes a considerar: a- la complejidad del 
asunto; b- la actividad procesal del interesado; c- la conducta de las 
autoridades judiciales; y d- el análisis global del procedimiento. Y 
entiende que desde esa perspectiva debe analizarse la extensión del 
sumario administrativo.

En base a ello, considerando que la apertura del sumario era del 
año 1990 y el acto sancionatorio fue dictado en 2005, teniendo en 
cuenta además que los hechos investigados no exhibían una especial 
complejidad, y que tampoco se había advertido que los sumariados 
hubieran obstaculizado el curso del procedimiento, sino que por el 
contrario, los extensos lapsos de inactividad resultaban atribuibles 
al Banco Central; el Tribunal entendió que el trámite sumarial ha-
bía tenido una duración irrazonable. En consecuencia, por conside-
rarlo incompatible con las garantías del artículo 18 de la Constitu-
ción Nacional y del artículo 8.1 de la Convención Americana, hizo 
lugar al recurso extraordinario y revocó la sentencia apelada. 

En el mismo sentido se han expedido diversas Salas del Fuero 
Federal, aplicando el criterio del plazo razonable expuesto por la 
CSJN en “Losicer”, a saber: Sala V en los autos “Banco Provincia 
de Neuquén S.A” 32, Sala IV en la causa “Barroso Alberto Guillermo 
y otros c/BCRA” 33, Sala I en “Galiana Enrique Eduardo y otros c/

 31 CIDH, 2/2/2001, “Baena Ricardo y otros vs. Panamá”.

 32 CNACAF, sala V, 30/10/12, “Banco Provincia de Neuquén S.A. y 
otros c/BCRA-Resol 32/10 (Expte 101069/86 Sum. Fin. 770)”.

 33 CNACAF, sala IV, 16/8/2012, “Barroso Alberto Guillermo y otros c/
BCRA”.
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BCRA” 34, entre muchos otros. 
En consecuencia, de las pautas esgrimidas por los tribunales in-

ternacionales, por la Corte Suprema de Justicia de la Nación y la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal se advierte que la garantía del plazo razonable forma parte 
sustancial del criterio jurídico de análisis de los litigios. 

Superado este recorrido 35, cabe avanzar sobre algunos casos pa-
radigmáticos de la Justicia local. 

4. La aplicación de las garantías del plazo razonable en la 
Ciudad de Buenos Aires

En este estado de las cosas, y como primer precedente 36, po-
dría comenzarse por lo resuelto por la Cámara del Fuero en lo 
Contencioso Administrativo Tributario y de Relaciones de Consu-
mo, en los autos “Berdier” 37; allí el Tribunal se pronunció respec-
to de la legitimidad de una resolución administrativa a través de 
la cual se había dispuesto la cesantía del agente como corolario 
de lo resuelto en diversos sumarios administrativos. Así, y luego 
de un pormenorizado análisis de los hechos del caso los camaris-
tas resolvieron declarar la nulidad del acto administrativo. Para 
sostener su decisión, y en lo que a esta reflexión importa, se es-
grimieron diversos argumentos, entre los cuales se pueden desta-
car: a- la procedencia de una sanción disciplinaria queda sujeta 
a que se sustancie un procedimiento administrativo destinado a 
investigar la actuación del agente -sumario administrativo- en 
el cual se garantice el derecho de defensa y el derecho al debido 

 34 CNACAF, sala I, 16/9/2015, “Galiana Enrique Eduardo y otros c/
BCRA –Resol 155 (expte 100183/97 sum fin.921) y otros s/BCRA Recurso direc-
to”. 

 35 Cabe indicar que sólo fueron reseñados algunos de los varios prece-
dentes que se han dictado acerca de la razonabilidad de los plazos. 

 36 Debe advertirse que, por una cuestión de brevedad, solamente se 
analizarán algunos de los tantos precedentes que tiene la CCAyT referidos a 
esta temática.

 37 CACATyRC, sala 1ª, 1/6/2003, “Berdier, Tristán Marcelo c/GCBA s/
Revisión de Cesantía”.
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proceso adjetivo; b- la sanción administrativa tiene una función 
represiva o punitiva, que tiende a sancionar al responsable por 
la falta cometida; c- no fueron las cuestiones altamente técnicas 
o complejas las que dieron lugar a la demora en la tramitación 
del sumario, sino la falta de diligencia. Así la negligencia de la 
Administración derivó en la falta de una decisión respecto del 
fondo del sumario dentro de pautas temporales razonables y por 
ello corresponde decretar la perención del procedimiento (hecho 
imputado en el 1993-resolución 2002); d- la posibilidad prevista 
por el Decreto Nº 3360/68 de prorrogar los plazos, no significa 
que la Administración pueda prolongar indefinidamente los pla-
zos procesales generando una situación de desprotección y de in-
seguridad jurídica respecto de los sumariados; y e- la regla que se 
impone, pues, es la razonabilidad de los plazos. 

Luego, en otro precedente en el que se analizó la conducta de la 
Administración en el trámite de un sumario administrativo de una 
autoridad escolar 38, se sostuvo que, partiendo de que la regla que 
se impone es la de la razonabilidad de los plazos, considerando lo dis-
puesto por la Corte IDH en los casos “Baena” y “Memoli” 39, el criterio 
de razonabilidad descripto por la CSJN en los autos “Losicer” 40, te-
niendo en cuenta que el sumario se inició en el mes de junio de 1998 
y finalizó en julio de 2002, y analizando detalladamente el obrar 
de la Administración en el trámite, entendió que: i) no se respeta-
ron los plazos legales; ii) no se solicitó ni se otorgó la autorización 
de prórroga de los plazos, y iii) no se respetaron razonables pautas 
temporales. Y, desde esta perspectiva, se consideró que la demora 
en la sustanciación y resolución del sumario configuró un obrar ile-
gítimo de la demandada que generó perjuicios a la accionante que 
debían ser reparados. 

Por otro lado, en un precedente en el que se analizaba si poste-
riormente al archivo de una ejecución fiscal por un plazo aproxima-
do de diez (10) años, se justificaba admitir la procedencia del recurso 

 38 CACATyRC, sala 1ª, 27/5/2014, del voto en minoría del Dr. Carlos 
F. Balbín, “Rebollo de Solaberrieta Elsa Teresa c/GCBA y otros s/daños y per-
juicios (excepto resp. médica)”.

 39 CIDH, 22/8/2013, “Mémoli vs. Argentina”.

 40 Fallos, 335:1126.
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de una de las partes 41, la Cámara se pronunció por la razonabilidad 
de los plazos. 

Veamos las fechas; el pleito se había iniciado en el mes de diciem-
bre de 1997, la inactividad se produjo a partir del auto que había 
ordenado el libramiento de mandamiento de intimación de pago del 
mes de julio de 1998 y luego, el desarchivo de las actuaciones tuvo 
lugar en agosto de 2008. 

En ese contexto, y en apoyo de las garantías previstas en el artí-
culo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, el art. 
12 inciso 6 y 13 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, con 
sustento también en la doctrina de la CIDH en los autos “Baena” 
y las claras directivas de la CSJN en el caso “Losicer”, el Tribunal 
sostuvo que se había producido una demora infundada y por ende 
arbitraria e irrazonable. Ello, debido a que el lapso de tiempo en que 
la causa estuvo detenida superaba dos veces el plazo de prescripción 
previsto en el ordenamiento jurídico para ese tipo de procesos, sin 
que existieran en el caso argumentos que justificaran razonable-
mente el proceder de la actora. 

Así también, en otro antecedente, en el que se discutía la legi-
timidad de una sanción impuesta por la Dirección de Defensa de 
Protección del Consumidor de la Ciudad de Buenos Aires a la firma 
Swiss Medical S.A. 42 la entidad administrativa había dictado la dis-
posición en octubre de 2006 y se la notificó a la interesada en el mes 
de noviembre de 2011.

El Tribunal a cargo de la decisión, con apoyo en la doctrina de 
“Losicer”, manifestó que las normas de la prescripción en materia 
de sanciones administrativas deben integrarse con principios y fun-
damentos que gobiernan el instituto en el Derecho Penal. Por ello, 
consideraron que la aplicación tardía de la sanción no solamente no 
logra reafirmar la vigencia de las normas sino que, además, pone de 
manifiesto la ineficacia de los entes estatales. Y, desde esta perspec-
tiva, si el legislador había establecido un plazo de tres años como 
máximo para los procedimientos en esa materia, habiendo transcu-
rrido un plazo mayor entre el inicio de las actuaciones y el dictado 

 41 CACATyRC, sala 1ª, 18/6/2013, “GCBA c/Club Social y Deportivo 
Argentino”.

 42 CACATyRC, sala 3ª, 25/6/2015, “Swiss Medical S.A. (Disp. 5080) s/
otras causas con trámite directo ante la Cámara de Apelaciones”.
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de la resolución atacada, la Administración no podía legítimamente 
dictar el acto administrativo porque la acción punitiva estatal no 
puede ser ejercida fuera del plazo que la ley establece como limite 
al ius puniendi 43.

En conclusión, de la reseña efectuada ut-supra resulta evidente 
que la jurisprudencia de los tribunales de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, también ha avanzado hacia la protección de la garan-
tía del plazo razonable.

  
5. Entonces los plazos y el procedimiento sancionador 

Hasta aquí, de las definiciones y de la aplicación de la garantía 
de los Tribunales Internacionales, de la Corte Suprema y de la ju-
risprudencia coincidente en el ámbito de la Justicia de la Ciudad 
de Buenos Aires, puede afirmarse que, en lo esencial, en los casos 
planteados y analizados, la garantía de la razonabilidad de los pla-
zos ocupa un espacio relevante al momento de analizar un caso y 
se convirtió legítimamente en motivo de resolución de las causas 
judiciales. 

Sin embargo, paralelamente, se advierte que las dilaciones per-
sisten y los obstáculos en el trámite de los sumarios acarrean demo-
ras y perjuicios a quienes se ven involucrados en ellos, a veces, por 
demasiado tiempo. Desde este lugar entonces, es que planteamos 
-o cuanto menos esbozamos- aquellas herramientas que se podrían 
incorporar a los fines de paliar los vicios y las interrupciones que 
se generan en el procedimiento sancionador. Tales podrían llegar a 
ser: i) regulación de los plazos, ii) reglamentación más clara y de-
terminante; y, iii) referente a la diligencias de los procedimientos 
sumariales.

Para analizar detenidamente estos aspectos, deberíamos volver 
sobre el concepto de algunos de los principales déficits del Derecho 
Administrativo, como ser la idea de que las irregularidades, en al-
gunos casos, tienen su razón de ser en base al incumplimiento de la 
ley y no por falta de ella.

De allí que el detalle de las normas y su interpretación disociados 
de cómo es la práctica institucional es confuso y parcialmente valioso, 

 43 CACATyRC sala 3ª, 25/6/2015, “Swiss Medical S.A.”. Del voto de la 
Dra. Seija.
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ya que es necesario y conveniente enriquecerlo con el aspecto práctico 
a fin de comprender el sistema normativo en sus verdaderas dimen-
siones44. Y plantear desde este panorama elementos que coadyuven a 
la eficacia del debido proceso en el procedimiento sancionador.

i) Regulación de los plazos 

Avancemos entonces con la primera enunciación, la regulación 
de los plazos. Al respecto debería considerarse si los tiempos estipu-
lados para la duración de los sumarios son coincidentes con lo que 
en realidad implica llevar adelante un procedimiento de este tipo, 
es decir, si el lapso de tiempo previsto para la totalidad del sumario, 
responde realmente a la efectiva realización de cada una de las eta-
pas del expediente, desde la apertura de un sumario, la producción 
efectiva de la prueba, el tiempo para su impugnación y finalmente, 
que el plazo previsto comprenda el tiempo, en el que la autoridad 
administrativa pertinente deba dictar el acto administrativo que dé 
conclusión al procedimiento. 

Así, entonces prima facie 45, en el ámbito nacional se establece el 
plazo de seis (6) meses para la sustanciación y resolución de los su-
marios administrativos; mientras que la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires cuenta con un término de sesenta (60) días 46 susceptible 
de prórroga. 

Ahora bien, con referencia al primer término, cabe advertir que 
el plazo estipulado en el Decreto N° 1421/2002, reglamentario de la 
Ley Marco de Empleo Público, aun cuando aquél pudiera conside-
rarse excedido por el instructor para investigar, dicho plazo es orde-
natorio y no perentorio de modo que su vencimiento no determina la 
caducidad de la investigación aún no realizada, y de la demora in-
justificada del instructor se puede derivar su responsabilidad, pero 
no la nulidad de los actos del procedimiento ya cumplido 47.

 44 bAlbín, Carlos F., Tratado de Derecho Administrativo…, cit., t. I, 
ps. 328/329.

 45 Sin perjuicio de los plazos estipulados en procedimientos especiales. 

 46 Decreto 3360/MCBA/68: BO de la Ciudad de Buenos Aires del 
24/4/1968. Art. 23.

 47 Dictamen PTN 249:635.
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De allí, que se entienda que se trata de un plazo ordenatorio y 
por dicho motivo es prorrogable; sin embargo, y para evitar la des-
idia o inercia del sumariante se ha previsto que cuando la demora 
fuera injustificada, el superior deberá tomar las medidas conducen-
tes para establecer la responsabilidad del instructor 48. 

Por otro lado, y con referencia al tiempo estipulado en el régimen 
local, se establece la ampliación por un lapso de treinta (30) días en 
los términos allí previstos.

Considerando estas pautas y a los efectos de enriquecer el aná-
lisis, cabe traer a colación una breve reseña de la regulación de los 
plazos para la duración de los sumarios administrativos en otras 
jurisdicciones. 

Por ejemplo, en la República del Perú, el trámite de los sumarios 
administrativos se encuentra regulado por las disposiciones previs-
tas en la Ley N° 27.444 (conf. texto único ordenado de la Ley 27.244 
Ley de Procedimientos Administrativos General).

Allí, luego de establecer la obligatoriedad de los plazos para el 
particular y para la Administración (conf. art. 142.1), se prevé que 
el plazo máximo de duración de un procedimiento administrativo no 
podrá exceder de treinta (30) días. Ello, computados desde que se 
inicia el procedimiento hasta que se dicta la resolución respectiva; 
dejando a salvo la posibilidad de que dicho plazo se extienda si una 
ley así lo establece (conf. art. 152).

Más adelante, en el Título IV, Capítulo III, referente exclusi-
vamente al Procedimiento Sancionador, se establecen las pautas 
ordenatorias del trámite, principios, caracteres, entre otras aclara-
ciones, para resguardar la legalidad del procedimiento. Sin que se 
aclare otro plazo ordenatorio del mismo en cuanto a su duración 
total, mientras que sí tiene regulado los tiempos para determinados 
actos, tales como un plazo de cinco (5) días para que el particular 
pueda efectuar su descargo (conf. art. 255.5), entre otros.

Así entonces y en lo relativo al plazo de duración, la normativa 
peruana regula un total de treinta (30) días de extensión máxima 
del procedimiento.

Por su parte, los Estados Unidos Mexicanos, regulan lo propio en 
la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servi-

 48 Dictámenes PTN 232:210; 241:298, entre otros, citado en repetto, 
Alfredo Luis, “Procedimiento Administrativo en los sumarios administrativos y 
en el régimen sancionador” en Procedimiento Administrativo, t. II, La Ley, p. 743.
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dores Públicos -reformada por última vez en diciembre de 2015-; de 
sus previsiones no surge un plazo específico de duración del proce-
dimiento administrativo sancionador, sino que lo que estipula en su 
caso, son plazos independientes para cada etapa del procedimiento, 
a saber, el plazo entre la citación al presunto responsable y la au-
diencia para que se declare sobre los hechos en cuestión, debe ser 
de cinco (5) a quince (15) días hábiles; concluida la audiencia se 
concederá al presunto responsable un plazo de cinco (5) días para el 
ofrecimiento de la prueba de la que pretenda valerse; las autorida-
des resolverán la cuestión dentro del plazo de cuarenta y cinco (45) 
días; y se notificará al empleado la decisión en un tiempo máximo 
de diez (10) días.

Asimismo, la norma prevé que el plazo para dictar la resolución 
podrá extenderse por única vez por un lapso de cuarenta y cinco (45) 
días, cuando -a juicio de las autoridades- exista causa justificada. 

Es decir, el procedimiento mexicano si bien no dispone de un 
plazo máximo de duración de los sumarios administrativos, regula 
expresamente los plazos en cada etapa del procedimiento, y de la 
sumatoria de todos ellos puede entenderse que aproximadamente 
podría durar ochenta (80) días hábiles administrativos. 

Por último, podemos traer al análisis también los plazos regu-
latorios de España, que a través de la Ley Nº 39/2015 del Procedi-
miento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 49, 
establece que “cuando las normas reguladoras de los procedimientos 
no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses”, que se conta-
rán: a- en los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del 
acuerdo de iniciación; y b- en los iniciados a solicitud del interesado, 
desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro 
electrónico de la Administración u Organismo competente para su 
tramitación (conf. art. 21. apart. 3).

Asimismo, prevé que el plazo máximo en que debe notificarse 
una resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del 
correspondiente procedimiento, y que dicho plazo no podrá exce-
der de seis (6) meses, salvo que una norma con rango de ley esta-
blezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho de la Unión 
Europea. 

 49 Vigente desde el 1/10/2015 y en consecuencia deroga el Real De-
creto 1398/1993, Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la potestad 
sancionatoria.
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Sin perjuicio de ello, la norma regula en su art. 22 que el plazo 
máximo dispuesto para resolver un procedimiento se deberá sus-
pender en los casos allí previstos; y estipula otras situaciones en las 
cuales la Administración podrá llegar a suspenderlos.

En conclusión, de lo expuesto en los apartados anteriores, cabe 
advertir que la cantidad de días estipulados en nuestro régimen 
no parecerían, prima facie, resultar irrazonables o de imposible 
cumplimiento por parte de la Administración. Y en este sentido, 
frente a una simple comparación50 con los plazos previstos en otros 
regímenes hasta son más extensos que el resto y de ello debería 
concluirse -cuanto menos- la posibilidad de su efectivo cumpli-
miento. 

Clarificado ello, consideración aparte merece la ausencia de pre-
visiones expresas de las prórrogas previstas en la letra del ordena-
miento con referencia a la sustanciación de los sumarios. Y un ejem-
plo de esto, podría enfocarse justamente sobre esta posibilidad que 
ambas disposiciones otorgan (CABA y Nación), de dejar al arbitrio 
de la Administración la ampliación de los plazos.

En este sentido, la disposición local y la regulación nacional, re-
ferentes al Reglamento de Investigaciones Administrativas51 -que 
resulta aplicable al caso en estudio-, permiten que la autoridad ad-
ministrativa disponga la prórroga de los plazos, aunque bien con al-
gunas diferencias; en el caso de la CABA la reglamentación determi-
na que la ampliación será de treinta (30) días y que dicha extensión 
deberá ser aprobada con antelación por la autoridad pertinente; es 
decir, i) 30 días de prórroga, ii) solicitud fundada con anticipación al 
vencimiento del plazo; y iii) aprobación de ampliación dispuesta por 
autoridad pertinente. 

Por su parte, en el ámbito de aplicación del Decreto N° 467/99 
el art. 127 prevé que el plazo de noventa (90) días establecido para 
la instrucción del sumario, podrá ser ampliado a juicio del superior 
cuando las circunstancias así lo aconsejen. Es decir, establece la po-
sibilidad de que la autoridad disponga la extensión del sumario sin 
ninguna aclaración al respecto.

 50 Sin que ello implique análisis exhaustivo alguno del sistema de 
caducidad de los procedimientos de las regulaciones de los países traídos a este 
apartado. 

 51 Decreto N° 467/1999: BO del 13/5/1999.
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De la jurisprudencia reseñada en los apartados que anteceden y 
de la comparación con la extensión de los plazos en otras jurisdiccio-
nes, podríamos pensar que si se considera la posibilidad de disponer 
la ampliación de los tiempos previstos por la norma, sería conve-
niente también determinar límites normativos a esa extensión, o 
cuanto menos, señalar pautas ordenatorias. En ambos casos, podría 
-por ejemplo- estipularse expresamente que las prórrogas solamen-
te podrán solicitarse una única vez; asimismo, valdría considerar 
también -aun cuando sea de modo genérico- las situaciones que po-
drían ser merecedoras de tales prerrogativas. Y, en este sentido, po-
dría plantearse también que el ámbito nacional prevea un sistema 
similar al regulado en el Decreto N° 3360/68 que dispone puntual-
mente que la extensión de los plazos deviene como corolario de una 
petición fundada. 

Es que justamente, el procedimiento administrativo al constituir 
una garantía de los derechos de los administrados, no agota en ellos 
su función, que es también, y muy principalmente, la de asegurar la 
pronta y eficaz satisfacción del interés general mediante la adopción 
de las medidas y decisiones necesarias por los órganos de la Admi-
nistración 52; por tal motivo la duración de este tipo de actuaciones 
no puede prolongarse sine die y es aquí donde la reglamentación 
podría limitar estas extensiones. En vías a una mejora en la presta-
ción del servicio de Administración pública.

De allí entonces que la modificación que aquí podría plantearse, 
tiene que ver con una delimitación clara, o cuanto menos orienta-
dora, de aquellas razones que lograrían justificar la prórroga de los 
plazos, para que luego, cuando la Administración -en ejercicio de su 
actividad discrecional- escoja la opción, se mantenga dentro de sus 
límites y se esmere al justificar la prolongación del procedimiento. 
De este modo, se estaría posibilitando al Ejecutivo optar entre dos o 
más soluciones plausibles jurídicamente, y en este contexto debería 
entonces elegir y rellenar el concepto de interés público en el marco 
del caso concreto ya definido por el legislador en términos más abs-
tractos a través del bloque de legalidad 53. 

 52 gArCíA de enterríA-Fernández, Tomás R., Curso de Derecho Admi-
nistrativo…, cit., t. II, p. 453. 

 53 En sentido similar, bAlbín, Carlos F. en Tratado de Derecho Admi-
nistrativo…, cit., t. I, p. 804. 
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ii) Innovación, trámites y celeridad 

Por otra parte, en lo referente a las actuaciones administrativas 
cabe incluir en este análisis lo pertinente al trámite del expediente, 
a la celeridad de las diligencias, lo concerniente a su innovación y su 
influencia en la demora de los procedimientos. 

En este sentido, debe destacarse que el deber de la Administra-
ción Pública de incorporar nuevas pautas institucionales que cola-
boren con el avance y modernización de la gestión administrativa, 
también puede constituirse como una herramienta para facilitar el 
avance más expedito de los trámites administrativos, de los suma-
rios en cuestión.

Bajo esta lógica de análisis, la incorporación de instrumentos de 
innovación se transforma en una herramienta esencial a los fines 
de lograr efectivamente los principios que lideran el procedimiento 
administrativo, en lo que hace a la celeridad, economía y sencillez. 

En este marco, debe destacarse que a través de la promulgación 
de la Ley N° 26.685 54, el Poder Legislativo autorizó al Poder Judicial 
la utilización de expedientes electrónicos, documentos electrónicos, 
firmas electrónicas, firmas digitales, comunicaciones electrónicas, 
y domicilios electrónicos constituidos en todos los procesos judicia-
les y administrativos que tramitan por ante el Poder Judicial de la 
Nación; y la Corte Suprema de Justicia de la Nación dictó diversas 
Acordadas que estipularon presentaciones de escritos digitales, no-
tificaciones electrónicas en diversos fueros y demás instrumentos 
encaminados hacia una nueva era de expedientes electrónicos. 

Por su parte en lo relativo al Poder Ejecutivo, en el mes de mar-
zo de 2016, se dictó el Decreto Nº 434/2016 55, complementario del 
Decreto 103/2001 56; por su intermedio, se implementó el Plan de 
Modernización del Estado; sus premisas, entre otras, son: la de 
construir una Administración Pública al servicio del ciudadano en 
un marco de eficiencia, eficacia y calidad de prestación en los servi-
cios a partir del diseño de organizaciones flexibles orientadas a la 
gestión por resultados, y, en este marco se evidencia la necesidad de 

 54 Ley 26.685: BO del 7/7/2011.

 55 Decreto N° 434/2016: BO del 2/3/2016.

 56 Decreto N° 103/2001: BO del 29/1/2001.
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incorporar Tecnologías de la Información y de las Comunicaciones, 
que simplifiquen los procedimientos y mejoren el acceso por medios 
electrónicos a información personalizada, coherente e integral. 

Desde esta perspectiva fija los ejes estructurales del plan, a sa-
ber: a- Plan de Tecnología y Gobierno Digital, cuyo fin es fortalecer 
la infraestructura tecnológica y redes para facilitar la comunicación 
con el ciudadano y avanzar hacia una Administración sin papeles; 
b- Gestión Integral de los Recursos Humanos, que implica la ges-
tión de mejorar el avance en la jerarquización de las personas, fa-
cilitar el aprendizaje y la incorporación de nuevas tecnologías para 
profesionalizar a los trabajadores de la Administración Pública; c- 
Gestión por resultados y Compromisos públicos, que devendría en 
la institucionalidad de implementar procesos que permitan definir 
las prioridades, evaluaciones, entre otros, basados en un sistema de 
rendición de cuentas que aumenten la transparencia de la gestión; 
d- Gobierno Abierto e Innovación Pública, que denota la promoción 
de la participación de la comunidad; y e- Estrategias País Digital, 
que se puede comprender como una compilación de los ejes ante-
riores orientados a crear alianzas con las Administraciones provin-
ciales, municipales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para 
avanzar en un marco de intercambio y colaboración mutua. 

En lo que a esta reflexión importa, los objetivos de cambio de 
gestión digital tienen como fines implementar un sistema de plata-
forma de generación de documentos y expedientes electrónicos, sim-
plificar los trámites a distancia a través de plataformas digitales, 
fortalecer la infraestructura tecnológica legal y procedimental de 
firma electrónica y digital necesaria y realizar sus correspondientes 
actividades de capacitación. 

Asimismo, en cuanto a su aplicación, la regulación determina 
expresamente que abarca a los organismos de la Administración 
central, las entidades autárquicas y las empresas y sociedades del 
Estado. Es decir, que el sistema de implementación de este Plan de 
Modernización, que como ya se dijo, complementa al establecido a 
través del Decreto 103/2001, se expande hacia toda la Administra-
ción central y descentralizada.

Luego, se dicta el Decreto N° 561/16 57 a través del cual se aprue-
ba la implementación del sistema de Gestión Documental Electróni-

 57 Decreto N° 561/16: BO del 7/4/2016.
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ca (GDE), como sistema integrado de caratulación, numeración, se-
guimiento y registración de movimientos de todas las actuaciones y 
expedientes del Sector Público Nacional, y establece a la Secretaría 
de Modernización Administrativa como administradora del sistema 
GDE.

Hasta aquí entonces las herramientas que la Administración ha-
bía incorporado a los fines de instar un procedimiento administra-
tivo con mayor celeridad, eficacia y sencillez. Situación, que con la 
declaración de la pandemia ocasionada por el COVID-2019 se mul-
tiplicó y aceleró su aplicación de manera casi inmediata. 

En tal sentido, y sólo a modo de ejemplo, en el ámbito del Poder 
Ejecutivo Nacional luego del dictado del Decreto 297/2020 58, me-
diante el cual se dispuso el “aislamiento social, preventivo y obliga-
torio”, se dictaron diversas normas que impactaron en el trámite y 
la resolución de los expedientes administrativos. 

Sólo a modo de ejemplo, diremos que mediante el Decreto 
298/2020 59, se dispuso la suspensión del curso de los plazos, den-
tro de los procedimientos administrativos regulados por la Ley Na-
cional de Procedimientos Administrativos N° 19.549, por el Regla-
mento de Procedimientos Administrativos, Decreto 1759/1972, -t.o. 
2017- y por otros procedimientos especiales.

Por su parte la Corte Suprema de Justicia de la Nación frente a 
esta circunstancia extraordinaria, también avanzó con el trámite 
digital de los expedientes, y mediante diversas acordadas 60 organizó 
la prestación del servicio y el trámite de los expedientes digitales. A 
saber, mediante la Acordada 4/2020, en lo que aquí interesa, dicho 
Tribunal estableció que desde el 18 de marzo de 2020 todas las pre-
sentaciones que se realizaran en el ámbito de la Justicia Nacional 
y Federal debían realizarse en formato digital a través del sistema 
IEJ (ingreso electrónico judicial) 61; luego también podemos incorpo-

 58 B.O. 20/3/2020.

 59 B.O. 20/3/2020.

 60 La mención no es taxativa y es a los fines de ejemplificar algunas 
de las medidas que adoptó la CSJN al comienzo de la pandemia, para arbitrar 
la forma de prestación del servicio de Justicia nacional. 

 61 CSJN, Acordada 4/2020, del 16/3/2020, publicada en www.csjn.gov.
ar (última revisión 14/7/2022).
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rar la Acordada 12/2020 62 que aprobó el uso de la firma electrónica 
y digital en el ámbito del Poder Judicial de la Nación respecto de 
todos los magistrados y funcionarios de las instancias inferiores que 
desarrollan su actividad con el Sistema de Gestión Judicial.

En resumen, la Administración tiene como política pública la mo-
dernización y renovación de los sistemas de la gestión que permita 
innovar en la tramitación de los expedientes administrativos, pun-
tualmente, al igual que la Ley N° 26.685 63, tiende hacia una gestión, 
de expedientes electrónicos y de herramientas que coadyuven a la 
prestación del servicio público de manera eficiente y eficaz, y ello, en 
estos días, comprende la innovación y modernización de las herra-
mientas de trabajo, de tecnologías que garanticen la transparencia 
y faciliten la ejecución de las políticas públicas. 

Por lo tanto, volvemos a la primera premisa de este apartado: 
¿cómo impacta la aplicación de estas herramientas de innovación 
tecnológica en la práctica diaria de los procedimientos administrati-
vos?, ¿en qué incide en nuestro estudio del Derecho Administrativo 
sancionador?, ¿cuál es el punto de encuentro de estas políticas con 
la demora y las dilaciones, en las que se incurre en los sumarios ad-
ministrativos?; y aquí creo que podemos señalar que, con la imple-
mentación de un sistema de gestión digital, de una Administración 
cuyos ejes se basen en la modernización del sistema y la supresión 
de pasos innecesarios, que pueden ser reemplazados por estas vías 
más expeditas, se podrían atenuar las demoras en el sumario y su 
consiguiente violación de los plazos razonables. 

iii) Sujetos del sumario administrativo

Clarificado esto, resta entonces analizar el último de los elemen-
tos traídos a esta reflexión en la búsqueda de herramientas que pue-
dan facilitar y acompañar el camino hacia el cumplimiento de los 
plazos en el procedimiento administrativo sancionador; y esto es el 
análisis de la figura de quien lleva adelante el expediente adminis-
trativo, el instructor. 

 62 CSJN, Acordada 12/2020, del 13/4/2020, publicada en www.csjn.
gov.ar (última revisión 14/7/2022).

 63 B.O. 7/7/2011.
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Tal como lo identifiqué unos párrafos más arriba, reflexión aparte 
merecen quienes forman parte de este procedimiento. Por un lado se 
encuentra la Administración, quien a través de un instructor, debe 
dirigir el expediente y llevarlo hacia su conclusión; y por el otro, el 
sujeto involucrado, el sumariado que deberá, en ejercicio de su dere-
cho de defensa, valerse de todas las pruebas que considere necesarias 
para impugnar las acusaciones que se realicen en su contra.

A tales fines, y por una cuestión de brevedad, vamos a analizar 
únicamente al representante de la Administración, el instructor. 

Al respecto, cabe señalar que la función del instructor en un 
sumario administrativo se circunscribe a esclarecer el hecho o los 
hechos cuya investigación dispuso la autoridad competente 64; y es 
quien debe dirigir e impulsar el procedimiento 65. Por tales motivos, 
el Reglamento de Investigaciones administrativas dispone que el 
instructor será designado por el titular de la unidad de la Admi-
nistración donde se lleve adelante la investigación y debe ser un 
funcionario letrado de planta permanente.

Asimismo, tiene como deberes esenciales, i) investigar los hechos, 
reunir pruebas, determinar responsables, ii) observar las previsiones 
a aplicar a los efectos de determinar si debe intervenir la Fiscalía 
de Investigaciones Administrativas o la Sindicatura General de la 
Nación, iii) fijar, dirigir las audiencias de prueba, y iv) dirigir el pro-
cedimiento. Tales funciones que le son expresamente atribuidas por 
la reglamentación que lo obliga, deben ser realizadas con el debido 
decoro, delicadeza y probidad que caracterizan al funcionario público.

Así, el instructor como servidor público no debe guiar su con-
ducta tan sólo por la búsqueda de sus propios intereses, ya que su 
función dejaría de tener legitimación; en consecuencia, la labor del 
funcionario debe realizarse por convicción. Es que justamente la éti-
ca de los empleados públicos trata de clarificar el bien interno de 
trabajar como empleado público, y a partir de ahí definir las normas 
de conducta, valores y hábitos que deben regir su actividad para 
conseguir legitimar socialmente su trabajo 66.

 64 Dictámenes PTN 232:38.

 65 Dictámenes PTN 242: 626.

 66 gAlán juárez, Mercedes en “Análisis de la responsabilidad de los 
servidores públicos”, publicado en Ética y servicio público, Dir. peñA, Lorenzo, 
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En este contexto y lejos de ser taxativo se pueden invocar algu-
nos de los principios, que deberían prevalecer en el desempeño de la 
función de los instructores de este tipo de procedimientos, a saber: 
a- el principio de no maleficencia, el no hacer daño, b- el respeto, 
traducido en la obligatoriedad del trato a los demás, sumariados, 
administrados, como sujetos dotados de dignidad y de conciencia, y 
c- principio de la beneficencia, que implica ni más ni menos que la 
promoción del interés general 67. 

En este sentido, y en línea con el tema que nos convoca en esta 
reflexión, considero que el obrar de los instructores debería reforzar-
se de estos valores de ética del servidor público para mejorar el des-
empeño de su función, y para que el ejercicio de su labor esté orien-
tado hacia la celeridad del procedimiento sancionador en busca de la 
verdad material transformada en la resolución final del expediente. 
Es que no debe olvidarse aquí, que las demoras no razonables y la 
consiguiente indefensión para el funcionario expedientado, provoca 
un daño al interés público por la pérdida de los efectos disuasorios y 
de prevención inherentes a la sanción punitiva 68; de lo que deviene 
la necesaria obligatoriedad de que el funcionario inste el trámite del 
expediente para llegar a su conclusión en los plazos correspondien-
tes, valiéndose de las pruebas necesarias y permitiendo el debido 
ejercicio de derecho de defensa del agente público puesto bajo sospe-
cha. Es que como ya se ha dicho, en el cumplimiento de la garantía 
del debido proceso, la privación del derecho a ser oído, a ofrecer y 
producir prueba y a controlarla, nulifica por sí misma, cualquier 
sanción disciplinaria 69.

diez, Texetxu A. y bAutistA, Oscar D., Editorial Dilemata, Madrid. ps. 410/411. 

 67 bAutistA, “Ni ángeles ni demonios: ética aplicada al servicio públi-
co”, publicado en Ética y servicio público, cit., ps. 441/444.

 68 trAyter, Juan Manuel, Manual de Derecho Disciplinario de los 
Funcionarios Públicos, Marcial Pons, Madrid, 1992, pág. 342/343. Citado en C. 
Cont. Adm. y Trib. Ciudad Bs. As., sala 1ª “Berdier”.

 69 FArAh, Rejtman, en “El control judicial de las sanciones adminis-
trativas disciplinarias. Algunas certezas e incertidumbres”, publicado en El 
control de la actividad estatal, Dir. Alonso regueirA, Enrique, Asociación de 
Docentes, UBA, Facultad de Derecho, p. 274.
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6. Palabras finales

Para finalizar, creo que de los distintos apartados de esta re-
flexión podemos extraer algunas conclusiones en el entendimiento 
del cumplimiento de la garantía del plazo razonable en el Derecho 
Administrativo sancionador. 

La primera, referente a la relevancia e importancia que cabe 
atribuirle al cumplimiento de la garantía del plazo razonable en el 
procedimiento administrativo sancionador; involucrando en su de-
venir la legalidad misma del sumario. 

De allí, y como aspecto positivo, los Tribunales en su conjunto, 
desde decisiones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, has-
ta las sentencias de los tribunales locales, acompañan la promoción 
de la celeridad de los procedimientos, promueven el cumplimiento 
de los plazos establecidos por la legislación en vías de las garantías 
del debido proceso y desestiman, o por lo menos intentan hacerlo, 
aquellas conductas violatorias de estas garantías. 

Más adelante, y en lo referente a la legislación, de lo reseñado 
se puede advertir que sin perjuicio de estar regulado el trámite de 
los sumarios administrativos, se encuentran aún espacios en blan-
co que quedan librados al arbitrio de la Administración, generando 
vacilaciones que podrían ser utilizadas en desmedro de la celeridad 
del procedimiento. 

Asimismo, y como elemento de análisis también debe traerse a 
colación la labor que efectúan los instructores de los sumarios admi-
nistrativos y cómo se debe adicionar a sus funciones los valores de 
ética pública que coadyuvarían a la prestación de un mejor servicio 
de Administración Pública, donde su motivación se vea tamizada 
por un fin social.

Para concluir, la promoción de la garantía del plazo razonable 
en el Derecho Administrativo sancionador está en vías de su real y 
efectivo cumplimiento, y si bien, como se ha intentado demostrar, 
hemos avanzado en su aplicación y en su interpretación, quedan 
aún espacios por llenar y así poder dar una respuesta legítima y 
social de la prestación del servicio de Administración Pública. 

 


